
 
 

JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA 

SINCELEJO - SUCRE 

Carrera 16 Nº 22 – 51 piso 7 tel. 2754780 ext. 2099 

 Email: fcto02sinc@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Sincelejo, veintitrés (23) de julio de dos mil veinticinco (2025) 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA 

RADICADO: 70001311000220250027200 

ACCIONANTE: ALESSANDRI ELJADUE CORDERO 

ACCIONADO: SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO FAMILIAR - COMISIÓN 

NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

El señor ALESSANDRI ELJADUE CORDERO, identificado con C. C 79.719.387, actuando 

en causa propia, instaura acción de tutela, contra la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO 

FAMILIAR, por considerar que dichas entidades le han vulnerado su derecho fundamental al 

PETICION, TRABAJO, ACCESO A CARGOS PÚBLICOS e IGUALDAD, por la presunta 

negativa de ésta entidad a dar respuesta de fondo al Derecho de Petición de fecha 18 de junio 

de 2025. 

 

1. HECHOS 

 

Como hechos jurídicamente relevantes, se condensan los siguientes: 

 

1. El accionante manifiesta que, participó en el Proceso de Selección No. 2508 de 2023, 

convocado por la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC–, con el objetivo de 

proveer empleos de carrera administrativa en vacancia definitiva en la planta de 

personal de la Superintendencia del Subsidio Familiar. 

 

2. Expone que, concursó para el empleo de Profesional Especializado, Código 2028, 

Grado 13, identificado con el número OPEC 203687, para el cual inicialmente fue 

reportada una (1) vacante definitiva. En el marco de dicho proceso, se conformó la 

lista de elegibles correspondiente, en la cual el accionante ocupa la posición número 

tres (3).  

 

3. Señala que, con posterioridad a la conformación de la lista de elegibles, elevó derecho 

de petición el 18 de junio de 2025, solicitando información detallada sobre las 

vacantes existentes para el empleo concursado, el estado actual del proceso de 
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provisión, un cronograma estimado para los nombramientos, y las razones por las 

cuales no ha sido convocado; sin embargo, la respuesta emitida por la entidad fue, en 

su criterio, incompleta y evasiva, al no brindar una contestación clara, congruente ni 

de fondo frente a los puntos planteados. 

 
3. PRETENSIONES DEL ACCIONANTE 

 

Con fundamento en los hechos narrados, solicita: 

 
“1. TUTELAR mis derechos fundamentales al Derecho de Petición (Art. 23 C.P.), al Derecho al Trabajo (Art. 25 

C.P.), al Acceso a cargos públicos (Art. 40 Num. 7 C.P.) y a la Igualdad (Art. 13 C.P.). 

 2. ORDENAR a la Superintendencia del Subsidio Familiar que, en un término perentorio no superior a 

CUARENTA Y OCHO (48) HORAS contadas a partir de la notificación de la sentencia, se sirva emitir una 

respuesta CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE a todas y cada una de las solicitudes formuladas 

en mi Derecho de Petición radicado el 18 de junio de 2025, en estricto cumplimiento del Artículo 23 de la 

Constitución Política y del Artículo 13 de la Ley 1755 de 2015, especificando puntualmente: • El número exacto 

y total de vacantes definitivas para el cargo PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 13, que 

existen actualmente en la entidad, incluyendo todas las sedes a nivel Nacional y las que sean objeto del Proceso 

de Selección No. 2508 de 2023. • El número exacto de estas vacantes que se encuentran ocupadas mediante la 

figura del encargo y cuántas por nombramiento provisional, detallando el tiempo de permanencia de dichas 

provisionalidades/encargos y las acciones concretas y el cronograma para su desvinculación o provisión a la luz 

de la lista de elegibles en firme. • Un cronograma detallado o tiempos estimados precisos y realistas para la 

provisión de las vacantes existentes y reconocidas (las 7 adicionales y las que se identifiquen), que puedan ser 

cubiertas con la lista de elegibles vigente, en estricto orden de mérito.  

3. ORDENAR a la Superintendencia del Subsidio Familiar que, una vez cuente con la información solicitada y 

en un término razonable fijado por su Despacho, realice todas las gestiones administrativas necesarias y 

proactivas para hacer uso efectivo e inmediato de la lista de elegibles en firme, para la provisión de las vacantes 

definitivas del cargo PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 13, en estricto orden de mérito, 

desvinculando las provisionalidades y encargos que no cumplan con la normatividad vigente y que impidan el 

acceso a los elegibles” 

 

 

4. ACTUACIÓN PROCESAL 

 

Por reparto correspondió a esta judicatura el 09 de julio de 2025. La presente acción de tutela 

fue admitida mediante auto del 09 de julio de 2025, y se ordenó notificar a la entidad accionada 

SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO FAMILIAR, así como vincular a la COMISION 

NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, para que se sirvieran rendir informe escrito respecto de 

las pretensiones y hechos expuestos por el accionante, para lo cual le fue concedido un término 

de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la fecha de notificación. El 09 de julio de 

2025 se notificó el auto admisorio a los sujetos procesales.  

 

El 11 de julio de 2025, la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO FAMILIAR contestó de 

la siguiente manera: 

 

 

 

 

 

 



 

  
 

  
 



 

  

  



  

 



 El 14 de julio de 2025, la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC- contestó 

de la siguiente manera: 
 

 

 



  

  



  

 



  

  
 



El 14 de julio hogaño, el accionante presenta memorial en los siguientes términos: 
 

 
5. CONSIDERACIONES. 

 

La Constitución Política de 1991, consagró en su artículo 86, la acción de tutela para la 

defensa de los derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos sean 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los 

particulares en los casos establecidos por la ley, siempre y cuando dicha defensa no se pueda 

adelantar por medio de otros mecanismos judiciales o, cuando siendo posible estos, se 

adelante como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

En ejercicio de las facultades otorgadas por el literal b) del artículo 5º transitorio de la 

Constitución Política el Presidente de la República expidió el Decreto 2591 de 1991 por 

medio del cual se reglamentó la acción de tutela y en sus artículos 1º y 2º precisó el objeto 

de la misma y los derechos protegidos por ella y en el 5,º establece que: "La acción de tutela 

procede contra toda omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera 

de los derechos de que trata el artículo 2º de esta ley...”. 

 

 

5.1. MARCO JURÍDICO. 

5.2. ACCIÓN DE TUTELA. 

Acerca del objeto y la naturaleza de la acción de tutela, la Corte Constitucional ha sido prolija 

en referirse a ellos, y en una oportunidad señaló:  

 
“La acción de tutela es un instrumento jurídico confiado por la Constitución a los jueces, cuya justificación y 

propósito consisten en brindar a la persona la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos de índole 

formal y en la certeza de que obtendrán oportuna resolución, a la protección directa e inmediata del Estado, a 

objeto de que, en su caso, consideradas sus circunstancias específicas y a falta de otros medios, se haga justicia 



frente a situaciones de hecho que representen quebranto o amenaza de sus derechos fundamentales, logrando 

así que se cumpla uno de los fines esenciales del Estado, consistente en garantizar la efectividad de los 

principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

(…)  

Tiene, pues, esta institución, como dos de sus caracteres distintivos esenciales (los de mayor relevancia para 

efectos de considerar el tema que ahora se dilucida) los de la subsidiariedad y la inmediatez; el primero por 

cuanto tan solo resulta procedente instaurar la acción cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, a no ser que busque evitar un perjuicio irremediable (art. 86, inc. 3, Constitución Política); 

el segundo, puesto que no se trata de un proceso sino de un remedio de aplicación urgente que se hace preciso 

administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho sujeto a violación o amenaza.” 

 

5.3 PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA EN CONCURSOS DE 

MÉRITOS 

 

Frente a la procedibilidad de la acción de tutela en relación con los concursos de méritos, el 

Consejo de Estado ha considerado “que sobre la protección de derechos fundamentales se susciten dentro 

de un concurso de méritos por el corto plazo del mismo exigen soluciones prontas, eficientes y eficaces, que en 

la mayoría de los casos únicamente se logran a través de la jurisdicción constitucional por vía de tutela” 

 

El artículo 125 de la Constitución establece que la carrera administrativa basada en el 

concurso de méritos es el mecanismo general y preferente de acceso al servicio público: 

 
Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de 

libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

 

 Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán 

nombrados por concurso público. 

 

La Corte Constitucional en sentencia T-114/22, indicó que el concurso de méritos y la 

carrera administrativa forman un sistema técnico de gestión de personal que promueve los 

principios de igualdad e imparcialidad, siendo esencial para el acceso, la permanencia y el 

retiro en el empleo público: 

 
62. En este sentido, este Tribunal ha sostenido que la carrera y el concurso de méritos son un sistema técnico 

de administración de personal y un mecanismo de promoción de los principios de igualdad e imparcialidad, 

en cuanto garantiza que los concursantes participen en igualdad de condiciones y los cargos públicos sean 

ocupados por los mejor calificados. Además, permite eliminar la discrecionalidad del nominador y evitar que 

imperen criterios arbitrarios y subjetivos en la selección de los aspirantes. En esa medida, dicho procedimiento 

asegura que la administración pública esté conformada por personas aptas desde los puntos de vista de 

capacitación profesional e idoneidad moral, lo cual contribuye a la satisfacción del interés general y el bien 

común. 

 

63. De igual manera, el ingreso a los cargos públicos a través del concurso de méritos, busca el pleno desarrollo 

de los principios que orientan la función administrativa, así como la igualdad, eficacia, y eficiencia en el 

desarrollo de las funciones públicas. A su vez, garantiza los derechos de los trabajadores, entre ellos, el de 

igualdad de oportunidades y estabilidad en el empleo  

64. Asimismo, la Corte ha dicho que la regla general, según la cual los empleos en los órganos y entidades del 

Estado son de carrera, cumple propósitos importantes que guardan una estrecha relación con los valores, 

fundamentos y principios que inspiran el Estado Social de Derecho. 

 

 65. Específicamente, esta Corporación dijo que la carrera administrativa le permite “(…) al Estado contar con 

servidores cuya experiencia, conocimiento y dedicación garantizan cada vez con mejores índices de resultados, 

su verdadera aptitud para atender las altas responsabilidades confiadas a los entes públicos, a partir del 



concepto según el cual el Estado Social de Derecho exige la aplicación de criterios de excelencia en la 

administración pública. Ello conduce a la instauración de la carrera administrativa como sistema propicio a la 

obtención de eficiencia y eficacia y, por tanto, como técnica al servicio de los fines primordiales del Estado 

Social de Derecho. Los fines propios de la carrera resultan estropeados cuando el ordenamiento jurídico que la 

estructura pierde de vista el mérito como criterio de selección y sostén del empleo (…).” 

 

66. En conclusión, la carrera administrativa y el concurso de méritos son un sistema técnico de administración 

de personal y un mecanismo de promoción de los principios de igualdad e imparcialidad, que se fundamenta 

única y exclusivamente en el mérito y la capacidad del funcionario público. Dicho criterio es determinante para 

el acceso, permanencia y retiro del empleo público. 

 

5.4 NATURALEZA OBLIGATORIA DE LA LISTA DE ELEGIBLES 

 

Sobre el carácter vinculante de la lista de elegibles dentro de los concursos de méritos, la Corte 

en sentencia C-331 de 2022., precisó:  

 
202. Según el artículo 125 de la Constitución, por regla general, los empleos públicos son de carrera y los 

funcionarios son nombrados por concurso “previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley 

para determinar los méritos y las calidades de los aspirantes”. Por lo tanto, aunque tiene un amplio margen de 

configuración de la carrera administrativa, el legislador debe respetar el hecho de que la Constitución impone 

que el mérito y la carrera administrativa sean el factor y el método determinantes para proveer los empleos 

estatales. 

 

 203. A partir de lo dispuesto en los artículos 13, 125 y 209 de la Constitución, la jurisprudencia constitucional 

ha señalado que la carrera administrativa, fundada en el concurso público, persigue varios objetivos 

instrumentales. El primero es consolidar la eficiencia y la eficacia en el cumplimiento del servicio público de 

conformidad con las pautas de moralidad, imparcialidad y transparencia (Preámbulo y art. 1, 2 y 209 de la 

Constitución). Si las personas con más mérito son las que desempeñan los cargos públicos, el Estado está en 

mejores condiciones de garantizar el interés general al menor costo posible. Además, la provisión de empleos 

públicos a través de concursos de méritos busca “acabar con prácticas arraigadas en la cultura política (…) 

tales como el nepotismo, el favoritismo o el clientelismo”. El segundo objetivo instrumental de la implementación 

de los sistemas de carrera administrativa es garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales al acceso al 

desempeño de funciones públicas, a la igualdad de trato y de oportunidades de los que aspiran a desempeñar 

cargos estatales y los derechos subjetivos de los funcionarios públicos tales como la estabilidad y la capacitación 

profesional.  

204. En ese contexto, para garantizar que la provisión definitiva de los empleos públicos de carrera se haga 

exclusivamente con base en el mérito, es necesario que el nombramiento en propiedad de los funcionarios 

públicos se realice a partir de los resultados de los concursos públicos. En este sentido, a partir de lo señalado 

en los artículos 31 de la Ley 909 de 2004 y 28 del DecretoLey 071 de 2020, la Corte Constitucional ha explicado 

que los concursos de ingreso y ascenso de la DIAN se dividen en cuatro fases, incluyendo la etapa de 

conformación de la lista de elegibles que es un acto administrativo cuya finalidad es “establecer la forma de 

provisión de los cargos objeto de concurso, con un carácter obligatorio para la administración. En esa lista se 

organizan, en estricto orden de mérito descendente, los nombres de los candidatos que aprobaron las etapas 

previas del concurso y que obtuvieron los mejores resultados en las pruebas de selección.  

 

205. Durante su vigencia, la lista de elegibles es vinculante para la Administración. En los sistemas de carrera 

administrativa regulados por la Ley 909 de 2004, la entidad para la cual se efectúa el proceso de selección tiene 

la obligación de usar la lista de elegibles con el fin de cubrir “las vacantes para las cuales se efectuó el concurso 

y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria 

de concurso en la misma Entidad”. Observa la Corte que, por medio de la Ley 1960 de 2019, el legislador varió 

parcialmente la regla de utilización de la lista de elegibles que antes traía la Ley 909 de 2004. La Ley 909 de 

2004 estipulaba que ese registro sólo debía usarse en la provisión de las vacantes “para las cuales se efectuó el 

concurso”. Es decir que con la lista de elegibles se suplían única y exclusivamente las vacantes de los cargos 

frente a las cuales se había realizado la oferta pública de empleo. En cambio, la Ley 1960 de 2019 estatuye que 



con dicha lista también se proveen las vacantes definitivas de cargos equivalentes a los que salieron a concurso, 

aunque no hayan sido convocados, y que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma 

Entidad.  

 

206. Luego de la mencionada reforma, la Corte Constitucional ajustó su jurisprudencia, para sostener que el uso 

obligatorio de la lista de elegibles es también aplicable al nuevo supuesto contemplado en el artículo 6º de la 

Ley 1960 de 2019. En las sentencias T-340 de 2020 y T-081 de 2021 se dispuso que el nominador de las 

instituciones sometidas al régimen de carrera también está obligado a usar ese acto administrativo para cubrir 

las nuevas vacantes definitivas que se produzcan con posterioridad a la convocatoria del concurso y que 

correspondan al “mismo empleo” que fue ofertado en términos de denominación, grado, código, funciones, 

propósitos y asignación básica.  

207. Al aplicar esa regla jurisprudencial, en ambos casos, la Corte protegió los derechos al acceso y ejercicio 

de funciones públicas y al trabajo de aquellos peticionarios que: (i) participaron en un concurso del ICBF y 

ocuparon altos puestos en la lista de elegibles, (ii) no alcanzaron a ser nombrados en las vacantes por las cuales 

concursaron debido a que otros participantes obtuvieron mejores resultados, y (iii) con posterioridad a la 

convocatoria y a la provisión de los empleos objeto del concurso, se presentaron nuevas vacantes definitivas que 

correspondían a los mismos empleos ofertados en el respectivo proceso de selección, pese a lo cual no fueron 

nombrados en los respectivos cargos.  

208. En el marco de los sistemas especiales de carrera, la Corte Constitucional ha reconocido que el legislador 

puede estipular que la lista de elegibles se use para proveer cargos diferentes a los ofertados en la convocatoria 

del concurso, siempre que ambos tipos de empleos compartan la misma naturaleza, perfil y denominación. 

 

209. En particular, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad condicionada del artículo 45 de la Ley 201 

de 1995 según el cual el Defensor del Pueblo puede usar la lista de elegibles para “proveer vacantes de grado 

igual o inferior, correspondientes a la misma denominación”. Según la Sentencia C-319 de 2010, la palabra 

“podrá” contenida en la norma estudiada es conforme a la Constitución “en el entendido de que cuando se trate 

de proveer una vacante de grado igual, correspondiente a la misma denominación, el empleo de la lista de 

elegibles es un deber y no una facultad del nominador”. En efecto, en virtud de lo dispuesto en los artículos 125 

y 209 de la Constitución, “el nominador no puede contar con la facultad de decidir si hace nombramientos en 

propiedad en relación con personas que han superado un concurso de méritos” y la provisión de empleos por 

medio del concurso de méritos “apunta a hacer más eficiente el uso del talento humano y de los recursos públicos 

.  

210. Con independencia del tipo de sistema de carrera, en varios de sus pronunciamientos la Corte 

Constitucional ha reiterado que el carácter vinculante de la lista de elegibles se deriva de los principios del 

mérito en la provisión de los empleos, de la igualdad, de la eficacia, de la economía, de la celeridad y de la 

imparcialidad que rigen la función pública. En últimas, la obligatoriedad de la lista de elegibles proviene 

esencialmente de los derechos de los concursantes. 

 211. En reiterada jurisprudencia se ha insistido en que la conformación de la lista de elegibles genera un derecho 

subjetivo en cabeza de las personas allí inscritas, cuya consolidación está determinada “por el lugar que se 

ocupó dentro de la lista y el número de plazas o vacantes a proveer”. En otras palabras, como la provisión de 

cargos públicos se realiza a partir de la existencia de vacantes, la Corte ha señalado que las personas que ocupan 

los primeros lugares del concurso tienen derecho a ser nombrados en periodo de prueba en los cargos ofertados 

cuando los mismos queden vacantes. En cambio, los participantes que están en la lista, pero no alcanzan a ocupar 

una de las plazas, “sólo tienen una mera expectativa de ser nombrados” pues el derecho al nombramiento sólo 

se consolida cuando se “acredita que (a) la persona participó en un concurso de méritos; ([b]) que el nombre 

fue incluido en la lista de elegibles y (c) que existe una vacante para ser designado”.  

212. En conclusión, el artículo 125 de la Constitución limita la libertad de configuración legislativa, pues obliga 

al legislador a asegurar que la provisión definitiva de los empleos estatales de carrera se realice en función del 

mérito y por medio del mecanismo del concurso público. Además, en virtud de la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, la lista de elegibles es vinculante para la Administración. En los sistemas de carrera regulados 

por la Ley 909 de 2004 o cuando esa norma deba aplicarse de manera supletoria, la lista de elegibles vigente 

debe ser usada por el nominador para cubrir las nuevas vacantes definitivas que se produzcan con posterioridad 

a la convocatoria del concurso y que correspondan al mismo empleo que fue ofertado. 

 

 



5.5 DERECHO DE PETICIÓN. 

 

Respecto del derecho de petición, el artículo 23 superior dispone: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante 

organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”. 

 

Así mismo, la Corte Constitucional se ha pronunciado reiteradamente sobre el alcance 

y contenido de este derecho, considerando: 

“De lo anterior, cabe precisar que, de manera reiterada, abundante y uniforme la jurisprudencia 

constitucional se ha pronunciado sobre el alcance y contenido del derecho fundamental de petición, 

estableciéndole los presupuestos básicos para que opere su protección constitucional, así como sus 

características distintivas, que fueron enunciadas con anterioridad y dentro de las cuales cabe destacar 

para aplicar al caso en estudio: 

• Que se trate de una petición respetuosa, clara y comprensible. 

• Que se emita una respuesta de fondo, precisa, integral y acorde con lo que fue solicitado. Esto no 

implica, aceptación a lo requerido. 

• Esta respuesta debe darse de manera pronta y oportuna. 

• La respuesta debe ser puesta en conocimiento o serle notificada al peticionario.” 

(Sentencia T- 369/13). 

Por otra parte, la Ley 1755 de 2015 reglamentó el derecho fundamental de petición y, 

entre otros aspectos, reguló lo concerniente a los términos con que cuenta la entidad 

peticionada para darles repuesta; tales disposiciones sustituyeron las contenidas en el 

Título II de la Ley 1437 de 2011 sobre el derecho de petición, es así como los artículos 

14 y 30 ibídem, consagran: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal 

especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) 

días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes 

peticiones: 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negarla entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. 

 

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, 

la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en 

la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o 

dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.” 

“Artículo 21. Funcionario sin competencia. Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la 

competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) 

días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al 

competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario 



competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día 

siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.” 

 

“Artículo 30. Peticiones entre autoridades. Cuando una autoridad formule una petición de información o 

de documentos a otra, esta deberá resolverla en un término no mayor de diez (10) días. En los demás 

casos, resolverá las solicitudes dentro de los plazos previstos en el artículo 14.” 

 

En Sentencias T-138 de 2017, T-556 de 2013, T-149 de 2013, T-1160 A de 2001, entre otras, y Sentencia 

T- 621/17, la Corte Constitucional ha sostenido: 

De tal forma, no resulta suficiente que la autoridad respectiva conteste la petición de 

manera oportuna, también es necesario que su contenido cumpla con criterios materiales y sustantivos 

a fin de brindar una respuesta real y efectiva al peticionario. 

 

En consecuencia, este Tribunal ha sido enfático en indicar que el pronunciamiento de la autoridad debe ser: 

(i) claro, como quiera que debe contener argumentos comprensibles y razonables; (ii) de fondo, lo cual 

significa que debe resolver de manera completa y detallada todos los asuntos indicados en la petición; 

(iii) preciso, que haya sido realizado con exactitud y rigurosidad; y (iv) congruente, es decir, que exista 

relación entre lo respondido y lo pedido, excluyendo referencias evasivas o que resulten ajenas al asunto 

planteado. 

 

5.6 CASO CONCRETO. HAY VULNERACIÓN DE DERECHOS 

FUNDAMENTALES POR OMISIÓN EN EL USO DE LA LISTA DE 

ELEGIBLES. 

 

¿ ¿Vulneran la Superintendencia del Subsidio Familiar y la Comisión Nacional del Servicio 

Civil –CNSC– los derechos fundamentales de petición, trabajo, acceso a cargos públicos e 

igualdad del señor ALESSANDRI ELJADUE CORDERO, al no brindar una respuesta clara, 

completa y de fondo sobre el estado de provisión de las vacantes definitivas del empleo para 

el cual figura en la lista de elegibles, y al no justificar de manera suficiente su exclusión del 

proceso de nombramiento, a pesar de lo dispuesto en los artículos 23, 40.7 y 125 de la 

Constitución Política y de los principios que rigen el acceso al empleo público por mérito? 

Revisado el expediente, esta Judicatura entra a estudiar en primera medida, si se satisfacen los 

presupuestos de legitimación en causa por activa, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que es 

un presupuesto esencial de la procedencia de la acción de tutela dentro de un caso concreto, puesto que el juez 

debe verificar de manera precisa quién es el titular del derecho fundamental que está siendo vulnerado y cuál es 

el medio a través del cual acude al amparo constitucional[57]. (…).  23.        En efecto, la Corte ha señalado que 

“en desarrollo del citado mandato superior, el Decreto 2591 de 1991, en el artículo 10, define a los titulares de 

la acción, esto es, a quienes tienen legitimación en la causa por activa, señalando que la tutela se puede impetrar 

por cualquier persona, (i) ya sea en forma directa (el interesado por sí mismo); (ii) por intermedio de un 

representante legal (caso de los menores de edad y personas jurídicas); (iii) mediante apoderado judicial 

(abogado titulado con mandato expreso); (iv) a través de agente oficioso (cuando el titular del derecho no esté 

en condiciones de promover su propia defensa); o por conducto (v) del Defensor del Pueblo o de los personeros 

municipales (facultados para intervenir en representación de terceras personas, siempre que el titular de los 

derechos haya autorizado expresamente su mediación o se adviertan situaciones de desamparo e 

indefensión)”[59]1. 

En el caso bajo examen, el accionante ALESSANDRI ELJADUE CORDERO, en nombre 

propio, promovió la acción constitucional por considerar vulnerados sus derechos 

fundamentales de petición, trabajo, igualdad y acceso a cargos públicos. En su opinión, dichos 

derechos fueron transgredidos por parte de la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO 
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FAMILIAR y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC–, al no brindar 

una respuesta clara, completa y de fondo frente al derecho de petición elevado el 18 de junio 

de 2025, mediante el cual solicitó información específica sobre la provisión de vacantes 

definitivas del empleo para el cual figura en la lista de elegibles, conformada en el marco del 

Proceso de Selección No. 2508 de 2023, contrariando los principios de transparencia, mérito y 

acceso equitativo a la función pública consagrados en la Constitución Política. 

 

Legitimación por pasiva, la acción de tutela satisface el requisito, es necesario acreditar dos 

requisitos, por una parte, que se trate de uno de los sujetos respecto de los cuales procede el amparo; y por la 

otra, que la conducta que genera la vulneración o amenaza del derecho se pueda vincular, directa o 

indirectamente, con su acción u omisión[7]2, en efecto, es la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO 

FAMILIAR – y a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC–, a quienes el 

accionante les atribuye la vulneración de sus derechos fundamentales. 
 

Con relación al requisito de inmediatez, se verifica que los hechos que motivaron la 

presentación de la acción de tutela se relacionan con la respuesta presuntamente incompleta, 

evasiva y no congruente por parte de la Superintendencia del Subsidio Familiar frente al 

derecho de petición radicado el 18 de junio de 2025, mediante el cual el accionante solicitó 

información detallada sobre la provisión de vacantes del empleo para el cual figura en lista de 

elegibles. La presente acción constitucional fue radicada el 9 de julio de 2025, es decir, dentro 

de un término breve y razonable desde la ocurrencia de los hechos, más aún cuando la omisión 

alegada continúa produciendo efectos actuales y concretos frente a los derechos fundamentales 

invocados. 

 

Respecto a la subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución Política, implica que 

esta acción solo sea procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 

judicial idóneo para llevar a cabo su reclamación y evitar un perjuicio irremediable, la Corte 

ha manifestado: “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de protección 

judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos”3. A esa regla 

general, se suman dos hipótesis específicas, conforme a las cuales: (i) el amparo es procedente 

de forma definitiva, si no existen medios judiciales de protección que sean idóneos y eficaces 

para resolver el asunto sometido a consideración del juez; y, (ii) la acción de tutela es 

procedente de manera transitoria en el caso en el cual el accionante disponga de dichos medios 

de defensa, pero exista la posibilidad de que se configure un perjuicio irremediable.  

 

En el caso bajo estudio, el accionante ALESSANDRI ELJADUE CORDERO participó en el 

Proceso de Selección No. 2508 de 2023, convocado por la Comisión Nacional del Servicio 

Civil (CNSC), para el empleo de Profesional Especializado, Código 2028, Grado 13, OPEC 

203687, quedando ubicado en la posición número tres (3) dentro de la respectiva lista de 

elegibles, la cual se encuentra vigente a la fecha de la presente decisión. 

 

Según lo expuesto por el accionante, en la Superintendencia del Subsidio Familiar existen 

actualmente vacantes definitivas para dicho cargo, e incluso algunas de ellas han sido provistas 

mediante el uso parcial de la lista de elegibles, sin que se le haya convocado, pese a ocupar 

una posición destacada. Frente a ello, el 18 de junio de 2025, el actor elevó un derecho de 

petición solicitando información clara y específica sobre el número de vacantes disponibles, el 

estado del proceso de provisión y un cronograma estimado, pero la respuesta emitida por la 
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entidad fue general, inconcreta y carente de justificación, omitiendo pronunciarse de manera 

directa sobre su situación particular. 

 

A su vez, la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC- señaló que el 

accionante no fue admitido para ciertos empleos por no cumplir requisitos, pero no explicó con 

claridad las razones por las cuales no ha sido convocado para la OPEC 203687, ni justificó 

plenamente el uso parcial de la lista, en contradicción con el principio de publicidad y 

transparencia que debe regir los concursos de méritos. 

 

Esta conducta conjunta de las entidades accionadas configura una omisión administrativa que 

desconoce el principio del mérito, consagrado en el artículo 125 de la Constitución Política, 

así como los derechos fundamentales al trabajo, al acceso a cargos públicos y a la igualdad del 

señor ALESSANDRI ELJADUE CORDERO. El uso de listas de elegibles debe realizarse de 

forma transparente, objetiva y en estricto orden de mérito, y las autoridades están obligadas a 

garantizar el acceso equitativo a los empleos públicos conforme al marco normativo vigente. 

 

Aunque la Superintendencia se escuda en la inexistencia de un cronograma "exacto" y en 

condicionamientos internos, dichos argumentos no pueden prevalecer sobre la obligación 

constitucional y legal de responder de manera congruente, clara y completa las peticiones 

ciudadanas, máxime cuando lo solicitado se refiere a derechos fundamentales y a un proceso 

público de selección regulado por normas específicas. 

 

En ese sentido, este despacho considera que se configura una vulneración de los derechos 

fundamentales de petición, trabajo, acceso a cargos públicos e igualdad del señor 

ALESSANDRI ELJADUE CORDERO, al haberse omitido por parte de la Superintendencia 

del Subsidio Familiar una respuesta de fondo que esclarezca su situación frente a vacantes ya 

reportadas, y al no haberse justificado suficientemente por parte de la COMISIÓN 

NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-  la no utilización completa y transparente de la 

lista de elegibles vigente. 

 

En consecuencia, se debe impartir orden a la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO 

FAMILIAR para que, en cumplimiento de sus deberes legales y constitucionales, emita una 

nueva respuesta al derecho de petición elevado por el accionante, en la que se resuelvan de 

manera concreta y detallada todos los puntos solicitados, y se garantice la transparencia en el 

proceso de provisión de vacantes, conforme al orden de mérito y a la normativa aplicable. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo de Familia del Circuito de Sincelejo, 

administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER el amparo de tutela solicitado por el señor ALESSANDRI 

ELJADUE CORDERO, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.719.387, por la 

vulneración de sus derechos fundamentales de PETICIÓN, TRABAJO, ACCESO A CARGOS 

PÚBLICOS e IGUALDAD, por parte de la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO 

FAMILIAR y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC–. 



SEGUNDO: ORDENAR a la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO FAMILIAR y a la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC–, a través de sus representantes 

legales o quienes hagan sus veces, que dentro del término de cinco (5) días hábiles siguientes 

a la notificación de la presente decisión, emitan al señor ALESSANDRI ELJADUE 

CORDERO respuesta claras, completas, de fondo y verificables, con información detallada 

sobre: 

• El número de vacantes definitivas existentes o ya provistas para el empleo Profesional 

Especializado, Código 2028, Grado 13, OPEC 203687; 

• El estado actual del proceso de provisión de dichas vacantes; 

• La situación particular del accionante frente a la lista de elegibles, incluyendo las 

razones por las cuales no ha sido convocado, pese a ocupar la tercera posición en la 

misma; 

• Y, en caso de no haberse agotado dicha lista, un cronograma estimado de provisión de 

las vacantes pendientes, en estricto orden de mérito. 

TERCERO: ORDENAR a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC– y 

a la SUPERINTENDENCIA DEL SUBSIDIO FAMILIAR, que, a través de sus páginas web 

institucionales o por el medio que consideren idóneo, procedan a notificar esta decisión a los 

integrantes de la lista de elegibles correspondiente al empleo de Profesional Especializado, 

Código 2028, Grado 13, OPEC 203687, del Proceso de Selección No. 2508 de 2023, con el fin 

de garantizar el debido cumplimiento de la misma y salvaguardar los principios de mérito, 

igualdad y transparencia en el acceso a los cargos públicos 

CUARTO: Notificar personalmente o por el medio más expedito el presente fallo a las 

direcciones registradas en el expediente, de conformidad con lo ordenado en el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

QUINTO: Si este fallo no fuere impugnado, en firme envíese a la H. Corte Constitucional, 

para su eventual revisión de conformidad con lo ordenado por los artículos 86 de la C.P. y 31 

del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 

 

 

JMB 
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2 Sentencia T-085 de 2020. 
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